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In this work we study the penal protection of the consumer so much from a 
perspective global as specific, doing special support in the criminal advertising. 
The speciallegislation protects the functioning of the market where the advertising 
forms a part of the same one, it is necessary to regula te and establish the rules for 
a legal concurrence or competition, as well as the enforcement of this laws .. But 
close to this collective point of view we have the individual of the consumers, 
protection being granted to their patrimony and economic, interests, health and 
safety, with special attention to our Constitution. 
RESUMEN 
En este trabajo se aborda el estudio de la protección penal del consumidor 
tanto desde una perspectiva global como específica haciendo especial hincapié en 
la publicidad delictiva. La legislación especial protege el funcionamiento del 
mercado donde la publicidad forma parte del mismo, hay que regularla y 
establecer las reglas para una lícita concurrencia o competencia. Pero junto a este 
punto de vista colectivo tenemos el individual de los consumidores, otorgándose 
protección a su patrimonio e intereses económicos, salud y seguridad; y todo ello 
sobre la base constitucional de los artículos 51, 19.l.d, y 38. 
l. INTRODUCCIÓN 
Nunca hasta el proyecto de Código Penal de 1980 en nuestro país se había 
regulado con atención la delincuencia económica social. Ello es producto de 
algunas inquietudes doctrinales y de un determinado contexto social, político y 
económico que no podemos ignorar si queremos comprender correctamente el 
alcance de la innovación y polémica que ha surgido en torno a este tema. 
El proyecto de Ley Orgánica del Código Penal, representa la culminación de 
un proceso de reformas legislativas que comienza en 1976 con objeto de adaptar 
la legislación básica del país, a la nueva situación política que se inicia a raíz de 
la muerte del anterior Jefe del Estado. Punto de partida de estas reformas fue en 
el ámbito penal la ley de junio de 1976, a esta ley (que borró del catálogo de las 
asociaciones ilícitas a los partidos políticos) le siguieron otras que paulatinamente 
iban derogando aquellos preceptos penales que menos en consonancia estaban 
142 
con la nueva situación política surgida de las primeras elecciones de 1977; y así 
a título de ejemplo se despenalizó el adulterio, expendición de anticonceptivos y 
se crearon otros, como el delito de tortura y el delito fiscal que significaban una 
ruptura con la situación legislativa anterior. 
Muchas de estas reformas, se hicieron con la colaboración y anuencia de los 
partidos de la izquierda parlamentaria que, a través de los Pactos de la Moncloa 
y durante todo el periodo constituyente, culminaron con la aprobación de la 
Constitución. Todas estas medidas eran evidentemente urgentes y necesarias, 
pero insuficientes para adaptar el viejo Código Penal a la nueva realidad. N o solo 
la realidad política, sino también la social y económica habían cambiado 
profundamente. 
La larga dictadura franquista había agudizado el divorcio que desde hacía 
muchos años se había producido entre legalidad penal vigente y la realidad que 
pretendía regular . Este divorcio se hacía aun más patente en el ámbito de los 
delitos económicos, verdadera plaga en los años del desarrollo económico, en los 
que los más graves escándalos financieros de MATESA Y SOFICO, quedaron 
prácticamente al margen de las previsiones legales punitivas. 
No obstante, hay que decir en honor a la verdad que, esta falta de previsiones 
legales para las nuevas formas de criminalidad económica no solo se da en nuestro 
viejo texto punitivo, sino que es una constante que durante muchos años se 
denunció de otros Códigos Penales Europeos menos antiguos que el nuestro. 
En esta situación y contexto se dejaba sin sanción hechos gravemente 
perjudiciales para los intereses económicos colectivos. Los Códigos Penales 
decimonónicos se caracterizaban más por lo que no castigan que por lo que 
castigan en esta materia. 
La criminalización de los delitos económicos, de los de cuello blanco, como 
empezó a llamarse a este tipo de delitos a partir de los años 30, era ya bastante 
deficiente y poco eficaz, desde los niveles de selección primaria a través de la 
tipificación en las normas penales de los abusos más intolerables. Pero tampoco 
los mecanismos de selección secundaria (tribunales, jueces, fiscales, policía ) 
hacían mucho por remediar esta situación. Si alguna vez, excepcionalmente se 
castigó con severidad alguno de estos delincuentes de cuello blanco, se pusieron 
en marcha otros mecanismos extralegales, paralegales o ilegales, generalmente 
subculturales, como el amiguismo, enchufe o soborno que atenuaban o incluso 
evitaban la sanción penal. 
El proyecto de ley orgánica del Código Penal de 1.980 supuso en esta materia 
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un giro importante hacia formas más justas, sociales y democráticas de entender 
el ejercicio del poder punitivo del Estado. En virtud del principio de 
INTERVENCION MINIMA, el derecho penal es la última ratio de la Política 
Social, y debe entrar en acción lo menos posible. Su intervención ha de limitarse 
a aquellos supuestos en que la importancia del bien jurídico atacado y la gravedad 
del ataque sean de tal magnitud, que no quepa otra solución que recurrir a esta 
última ratio, al arma de defensa de la sociedad más dura de cuantas dispone el 
ordenamiento jurídico. Parece que uno de esos bienes jurídicos es el orden socio-
económico, y no se infringe aquél principio penal cuando se quiere tutelar 
penalmente. Las críticas en su momento al legislador por adaptar la legitimidad 
penal a las nuevas exigencias sociales y económicas vinieron de los sectores 
económicamente mas privilegiados. 
La sola posibilidad de que se llegara a adecentar un poco el mundo de las 
relaciones económicas era ya motivo suficiente para alarmar a los que dominaban 
y manipulaban, a los que solo pretendían el lucro, aunque sea a costa de la 
especulación, explotación y fraude como sistema. Pero el proyecto tuvo más un 
valor testimonial y simbólico que una eficacia práctica. Por primera vez una 
exposición de motivos, la del Proyecto de Código Penal de 1980, recoge una de 
las mayores novedades, se otorga carta de naturaleza como objeto de protección 
al orden económico entendido en sentido amplio, como equivalente a regulación 
de la producción, distribución y consumo de bienes y servicios. Ya nuestra 
Constitución en sus artículos 38, 128 y 131legitima la tendencia cada vez mayor 
del Estado para intervenir en la vida económica. 
La intervención del Estado a través de su poder punitivo en el ámbito de las 
relaciones económicas era ya conocida en épocas anteriores. Ya en el derecho 
romano, se preveían sanciones para los que especulen con los precios de cereales 
o evadieran impuestos; e iguales medidas se preveían en la Edad Media para los 
que infringían normas sobre calidad o precio de productos en los mercados. Solo 
en el siglo XIX, se observa un descenso de la intervención estatal en la economía, 
sin duda por la influencia de las doctrinas liberales económicas dominantes en la 
época. En el siglo XX, volvió a surgir con mayor fuerza el intervencionismo penal 
estatal en la economía, favorecido por la crisis económica que sucede entre las dos 
Guerras Mundiales. 
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2. PROTECCIONGLOBALEN ELCODIGOPENALDE 1995 (L. O. 
10/95 de 23 de Noviembre) 
En el libro II , Título XIII, bajo la rúbrica" delitos contra el patrimonio y contra 
el orden socioeconómico" el capítulo XI, Sección 3a( artículos 278 a 286) se ocupa 
de los delitos relativos al mercado y a los consumidores . 
En este título, junto a los intereses patrimoniales en sentido estricto, se 
protegen otros de carácter más amplio, que al igual que el patrimonio tienen una 
connotación económica, pero más que a las personas individualmente consideradas 
se refieren a un orden con trascendencia social. Esto no quiere decir que los delitos 
que puedan incidir más en ese orden socio-económico tengan un bien jurídico 
común diferente o una naturaleza completamente distinta a las de los delitos 
contra los valores patrimoniales individuales . 
El bien jurídico en la mayoría de estos delitos es un bien jurídico de carácter· 
personal, por mas que su trascendencia en intereses económicos de carácter social 
deba ser tenido en cuenta en la reformulación de algunos tipos delictivos 
patrimoniales tradicionales o en la creación de nuevas figuras de delitos capaces 
de captar esa dimensión socioeconómica que es en definitiva lo que hace el Código 
Penal de 1995, tras el intento fallido de los Proyectos anteriores. 
El patrimonio no es sólo lo que se protege en los delitos recogidos en el título 
XIII, ya que el orden socioeconómico tiene una dimensión social más amplia que 
los intereses económicos propiamente dichos. 
Ahora bien, en la estafa por poner un ejemplo, lo que se protege es el 
patrimonio ajeno, pero al mismo tiempo lo que se lesiona con este tipo de lo injusto 
es la buena fe o relaciones fiduciarias que surgen en el tráfico jurídico. El tráfico 
comercial masivo característico de la sociedad de consumo pone de relieve que por 
encima de los aspectos patrimoniales individuales, los derechos de los consumidores 
tienen también un significado social de mayor calado que el puramente patrimonial 
individual. 
Y es a este aspecto social al que hace referencia el artículo 51 de nuestra Carta 
Magna, que obliga a los poderes públicos a la defensa de los consumidores y 
usuarios y a proteger la seguridad, la salud y los intereses económicos de los 
m1smos. 
Claro que, la lesión de estos derechos económico-sociales carece de protección 
directa a través de la estafa cuando no se traduce en un perjuicio patrimonial 
efectivo relevante, ni siquiera a través de la tentativa, porque lo importante en la 
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protección específica de estos derechos no es tanto el perjuicio patrimonial 
individualizado- normalmente de escasa cuantía o difícilmente cuantificable-
como el perjuicio a los intereses de los consumidores en general, bien jurídico que 
se protege directamente a través del artículo 282 como delito publicitario. 
Cuando existe pluralidad de estafas y pluralidad de sujetos pasivos, hay que 
aplicar las reglas del concurso real ( artículo 7 3 CP ) con las limitaciones del 
artículo 76. Pero estas reglas paradójicamente pueden beneficiar al delincuente 
que a través de pequeñas defraudaciones de cuantías que no sobrepasan de falta 
puede conseguir beneficios patrimoniales. Lo mismo sucede en los fraudes 
colectivos (estafas de pisos, sociedades de inversión, construcciones ficticias, venta 
de alimentos adulterados etc .. .. ) que individualmente considerados son a veces 
de escasa gravedad. Las penas a aplicar conforme a las reglas del concurso son 
desproporcionadas por defecto a la entidad del delito cometido y alarma social 
creada. 
Actualmente el problema se resuelve en el apartado 2 del artículo 74 que 
obliga a determinar la pena teniendo en cuenta el perjuicio total causado. Pero 
esta disposición no es aplicable si se da el supuesto del artículo 250.2 del Código 
Penal, en relación con las circunstancias P y 6a del artículo 250.1. (especial 
gravedad de la estafa sobre las cosas de primera necesidad) en el que se tiene en 
cuenta el perjuicio total. 
Diferente es lo que sucede en las insolvencias punibles, donde el engaño no es 
el elemento principal a diferencia de la estafa, aunque lo lleva aparejado de un 
modo indirecto al quebrantar la confianza y buena fe en la capacidad de pago del 
deudor que los acreedores tenían. Para la gran doctrina mercantilista, que ve en 
los concursos de acreedores un ataque al orden económico y no una simple lesión 
de los derechos patrimoniales de los acreedores, las conciben como delitos 
socioeconómicos y dentro de ellos, como delitos contra el sistema crediticio. A 
favor de esta consideración, está la entidad del daño económico que se produce 
como consecuencia de las reacciones en cadena a que da lugar una situación de 
insolvencia en el mundo económico y la importancia del sistema crediticio para 
el funcionamiento del sistema económico en su totalidad. Dentro de esta 
consideración habrá de incluirse el alzamiento de bienes, en el que el tipo subjetivo 
de lo injusto es el perjuicio de acreedores o finalidad de eludir el cumplimiento de 
responsabilidades civiles. 
El Código Penal de 1995 dedica el Capítulo XI a los delitos relativos a la 
propiedad intelectual e industrial, al mercado y a los consumidores; lo que ha 
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supuesto la supresión de la anterior norma penal en blanco y pone a disposición 
del juzgador los elementos suficientes como para que pueda juzgar y sancionar 
conductas dolosas atentatorias contra el derecho de exclusiva de propiedad 
industrial y el orden socioeconómico, fortaleciendo de esta manera la libre 
competencia y situando al consumidor en el plano exacto que le corresponde, es 
decir, dentro de los delitos relativos a los consumidores (artículos 278 a 286) y en 
el delito de estafa ( artículo 248 ). 
El constante crecimiento de las actividades de piratería y falsificación que en 
torno a los signos distintivos, patentes, modelos y dibujos y particularmente a las 
marcas que se viene produciendo en todo el mundo, es consecuencia de una 
sociedad que gira en torno al consumo de marcas y marcas de prestigio. 
La sociedad occidental y la de los países que se están adhiriendo al sistema 
capitalista, puede ser calificada como "sociedad marquista" en todos sus 
comportamientos sociales, convirtiéndose el consumo de objetos y servicios 
amparados por una marca conocida como un objetivo a alcanzar por todo tipo de 
consumidores. La marca puede ser considerada como el activo más valioso de la 
empresa, a veces el único, hoy día se compite con marcas en mayor medida que 
con productos. 
Es sobre la base de esta realidad y de lo lucrativo que resulta la práctica de la 
actividad de falsificación sobre lo que se sustenta el negocio, que en manos de 
organizaciones criminales perfectamente estructuradas, reporta sustanciosos 
beneficios a sus autores e indudables perjuicios económicos y de imagen a los 
propietarios de las marcas pirateadas. 
Pero, ¿en qué medida ha influido la actual regulación del vigente Código 
Penal, en el desarrollo diario de las acciones contra la falsificación de las marcas? 
El avance viene desde un punto de vista interpretativo, esto es, se han 
eliminado los tipos penales en blanco de la anterior regulación recogida en el 
Texto Refundido del Código Penal de 1973, que no definían las conductas 
constitutivas de delito y dieron lugar a criterios doctrinales dispersos con la 
consiguiente inseguridad jurídica. 
Es la protección del orden socioeconómico lo que lleva al legislador a sancionar 
penalmente las conductas atentatorias contra los derechos de la propiedad 
industrial, con independencia de que resulten o no lesionados los intereses de los 
consumidores de manera directa o no se vean afectados otros intereses de carácter 
general. 
Poco a poco se va superando el criterio del "error del consumidor" al no 
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considerarse éste como algo determinante para sancionar penalmente la acción 
cometida imponiéndose el de primar los derechos del titular registra!, cuando se 
dan los elementos del tipo. 
Sin embargo, en la práctica existe una constante progresión e incremento de 
estas prácticas delictivas difícilmente erradicable, llegando a alcanzar una 
dimensión internacional, y en las que la concienciación del consumidor para 
rechazar este tipo de productos, es de una importancia decisiva. 
3. PROTECCION ESPECÍFICA: EL DELITO PUBLICITARIO 
El delito publicitario se ha tipificado por primera vez en nuestro ordenamiento 
jurídico punitivo en el Código Penal de 1995. Con anterioridad la publicidad 
fraudulenta solo en los casos en que se materializaba en un perjuicio concreto se 
podía tipificar como estafa. 
Por mandato constitucional los poderes públicos están obligados a garantizar 
la defensa de los consumidores protegiendo su salud e intereses económicos, sin 
ignorar el carácter subsidiario del Derecho Penal como última ratio, lo que hará 
que se ciña a aquellas conductas más intolerables . 
Es el artículo S 1 de nuestra Carta Magna el punto de partida y como 
complemento ineludible el artículo 19.1d) que consagra el derecho a comunicar 
o recibir información veraz por cualquier medio de difusión . El referente es el 
consumidor y su derecho a la protección de la salud y seguridad, derecho a la 
protección de sus intereses económicos y sociales y derecho a la información. 
Frente a esta óptica individual, obligado es asumir la óptica colectiva del 
funcionamiento del mercado que recoge el artículo 38 CE. Son necesarias las dos 
perspectivas para un estudio equilibrado de los valores e intereses que subyacen 
en la incriminación de las conductas publicitarias . 
De la variada gama de publicidad ilícita que regula la Ley General Publicitaria 
( LGP) de 11 de noviembre de 1998, el Código Penal criminaliza solamente de 
manera específica los casos más graves de publicidad engañosa, entendiéndose 
por ésta la que "de cualquier manera, incluida su presentación induce o puede 
inducir a error a sus destinatarios, pudiendo afectar a su comportamiento 
económico o perjudicar a él o a un competidor" . 
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3.1 ACCION TIPICA 
La acción típica se realiza a través de un determinado medio-las ofertas o 
publicidad-, entendiendo por publicidad, toda forma de comunicación realizada 
por persona física o jurídica pública o privada, en el ejercicio de una actividad 
comercial, industrial, artesanal o profesional, con el fin de promover de forma 
directa o indirecta la contratación de bienes muebles o inmuebles, servicios o 
derechos u obligaciones. ( artículo 2 LGP ). 
Están incluidas las pancartas aéreas, buzoneo, difusión por internet, llamadas 
telefónicas, contactos personales, medios de comunicación, carteles y pasquines, 
cartas a domicilio, etc. Es necesario por tanto, en primer lugar, un proceso de 
comunicación de un determinado mensaje que salga de su emisor y tenga por 
finalidad promover la contratación del bien o servicio de que se trate, su 
adquisición, utilización o disfrute por el destinatario . En segundo lugar, que el 
mensaje se dirija no a un círculo cerrado de personas sino al colectivo de 
consumidores al que se dirige el producto o servicio . 
La conducta típica consiste en realizar alegaciones falsas o manifestar 
características inciertas . Ahora bien, hay que distinguir la conducta punible de 
las exageraciones publicitarias, en estas últimas se vierten extremos que o no son 
relevantes o que por el modo o términos utilizados no gozan de credibilidad para 
el consumidor. 
El elemento del tipo es la falsedad del mensaje, y forzoso es , acudir al artículo 
7 de la Ley de Competencia desleal y artículo 5 de la Ley General de Publicidad 
respectivamente como pauta hermenéutica. 
El tipo exige una conducta positiva por lo que, quedarían excluidas las 
omisiones de datos. 1 Igualmente nos encontramos ante un delito de peligro 
abstracto,: basta que la conducta sea peligrosa en general para ser punible sin 
necesidad por tanto de lesión efectiva. 2 
1 VARGAS CABRERA, Bartolomé, opina que sí que cabe la comisión por omisión, siendo el articulo 
11 del Código Penal el que daría cobertura legal a estos supuestos . 
2 TERRADILLOS BASOCO, en su obra" El delito de publicidad engañosa" mantiene que el delito 
tipificado en el artículo 282 del CP es un delito de resultado. 
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3.2 SUJETO ACTIVO DEL DELITO 
A la hora de clasificar el tipo penal descrito en el artículo 282 CP nos 
encontramos ante un delito especial propio, 3 pues solo pueden incurrir en el tipo 
quienes tengan la condición de fabricantes o comerciantes. 
El problema pues, en cuanto al sujeto activo del delito, se centra en delimitar 
dichos conceptos y personalmente entiendo que el legislador ha querido aludir a 
dos momentos diferentes de la actividad empresarial o comercial: uno cuando se 
refiere a la fase de elaboración o creación del producto, y otro cuando se refiere a 
su comercialización. 
Así se salva el inconveniente que pudiera existir cara a la incriminación de los 
supuestos en los que el que publicita el producto es distinto al que lo elabora o 
comercializa. Con expresiones como fabricantes o comerciantes, se incluye a 
personas físicas o jurídicas en cuyo interés se realiza la publicidad. 
No existe una jurisprudencia uniforme sobre si cabría responsabilizar penalmente 
a la agencia de publicidad o al publicitario que hubiere confeccionado la 
publicidad supuestamente delictiva. No obstante en los últimos tiempos se ha 
consolidado un criterio jurisprudencia! en torno al artículo 65 CP según el cual 
es posible la participación como autor, cooperador o cómplice del extraneus 
siempre que el autor principal ostente la cualificación exigida en el tipo, con la 
degradación de penalidad para evitar equiparar en penalidad al tercero y al que 
infringe especiales deberes que suponen una mayor antijuricidad en la acción. 
En relación con los representantes o empleados de empresas de publicidad 
unidos con el anunciante por el contrato de publicidad de los artículos 15 al 18 
de la LGP, hay una primera tesis de incluir dentro del concepto de comerciantes 
a las sociedades o empresas mercantiles dedicadas a la publicidad. Sin embargo 
hay voces que mantienen que el precepto no incluye a los publicistas. 
Pongamos un ejemplo: publicidad falsa ideada y ordenada por el anunciante 
y realizada por la agencia. Puede suceder que el publicista conozca o no la 
falsedad. Solo sería sancionable su actuación bajo el presupuesto de la concurrencia 
de al menos de dolo eventual. 
3 GONZALEZ RUS,J J niega la cualidad de delito especial argumentando que en los delitos especiales, 
las condiciones subjetivas o las cualificaciones requeridas por el tipo deben concurrir en el sujeto antes 
de la realización de la conducta típica, mientras que aquí es el acto de la fabricación o comercialización 
el que cualifica al sujeto como tal. 
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Los miembros de la agencia de publicidad participan como cooperadores 
necesarios, pues a ellos les compete ejecutar, crear, programar y preparar la 
publicidad. Vía artículo 65 CP se puede fundar la participación punible de los 
agentes conscientes de la falsedad. De no admitir esta postura habría que acudir 
a las normas generales de autoría del artículo 28 CP. 
En los supuestos de que la afirmación falsa surja de la agencia publicitaria, la 
aplicación del artículo 65 CP plantea dificultades pues el autor principal no 
ejecutaría la acción típica. Esta laguna de punibilidad caso de no subsumir dicha 
conducta dentro del ámbito del artículo 282, habría que salvarla aplicando las 
reglas generales del artículo 28 CP. 
Los vinculados por contrato de creación publicitaria del artículo 22 LGP 
participan en principio como cómplices salvo que de la entidad de su aportación 
o colaboración conduzca a la cooperación necesaria. 
Y en lo referentes al contrato de difusión publicitaria de los artículos 19 a 21 
de la LG P, caso de ser conocedores de la falsedad responderán como cooperadores 
necesarios, dada la esencialidad de la difusión del mensaje. 
3.3 SUJETO PASIVO DEL DELITO 
Es pacífica la doctrina que el sujeto pasivo al que el código penal hace 
referencia es al consumidor, a todos y cada uno de los potenciales consumidores, 
o grupo colectivo de consumidores. Para la delimitación de este concepto hay que 
acudir a la Ley General de Defensa de los Consumidores y Usuarios, en la que se 
definen como las personas físicas o jurídicas que adquieren, utilizan o disfrutan 
como destinatarios finales, bienes muebles o inmuebles, productos, servicios, 
actividades o funciones. 
También en esta ley se nos dice no tendrán la consideración de consumidores 
o usuarios, aquellos que sin constituirse en destinatarios finales, adquieran, 
almacenen, utilicen o consuman bienes o servicios, con el fin de integrarlos en 
procesos de producción, transformación, comercialización o prestación de terceros. 
La idea de colectivo como titular de derechos no hemos de perderla de vista al 
tratar la cuestión de sujeto pasivo del delito, ya que no podemos confundir el 
término consumidores con un conjunto de personas determinadas o indeterminadas, 
ya que en este último caso estaríamos ante una supuesta estafa donde lo que se 
protege es al sujeto individualmente considerado. 4 En pocos delitos como éste se 
ve la influencia de un bien jurídico de carácter colectivo o universal, los derechos 
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de los consumidores en su configuración típica. De lo contrario, no hubiera sido 
necesario configurar un tipo subjetivo específico, pues las conductas del artículo 
282 del CP se incluirían como tentativa de estafa o al menos actos preparatorios 
de la misma. 
Se ha considerado político-criminalmente conveniente hacer intervenir al 
derecho penal en un estadio que, aunque aún no se ha producido ni vaya a 
producirse de manera inminente un daño patrimonial individual, se lesionan las 
expectativas del conjunto de consumidores ofreciéndoles masivamente productos 
que carecen de las cualidades y características. 
La técnica utilizada para brindar protección a este interés colectivo, es la del 
delito de peligro, pero exigiendo una idoneidad para causar un perjuicio grave y 
manifiesto a los consumidores. El derecho penal pasa a ocupar un papel 
preventivo más afín al derecho administrativo con el que puede confundirse. 
Ahora bien, la protección penal autónoma de este bien jurídico colectivo no 
empece que el daño al bien jurídico individual, cuando es constitutivo de otro 
delito (por ejemplo estafa o delito contra la salud pública), pueda ser objeto de 
valoración por la vía de concurso, tal como dispone el inciso último del artículo 
282 CP. 
Por último cabe plantearse si los competidores del fabricante o comerciante 
pueden ser sujetos pasivos del delito. Entiendo que no pues para la protección de 
estos sujetos existe normativa específica. Lo cierto es que en anteriores proyectos 
del Ley sí que se contempló, como lo fue en el Anteproyecto del Código Penal de 
1992 donde se hacía referencia a los consumidores y a los demás concurrentes del 
mercado. 
3.4 ELEMENTO SUBJETIVO DEL TIPO 
En virtud del sistema de númerus clausus que nuestro Código Penal establece 
en su artículo 12 en relación con los delitos de comisión imprudente, solo cabe la 
comisión dolosa del delito tipificado en el artículo 282 CP. 
4 MUÑAGORRl LA GUÍA, I: " La protección penal de los consumidores " afirma que el sujeto 
pasivo del delito tipificado en el artículo 282 CP no ha de estar constituido por todos aquellos a los que 
meramente el mensaje publicitario alcance, sin más requisitos, pues sistemáticamente tienen que ser 
posibles afectados por un perjuicio grave y manifiestO. 
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El dolo del autor ha de abarcar todos los elementos típicos, el cognoscitivo, que 
implica el conocimiento de los elementos objetivos del tipo, y el volitivo o voluntad 
de realizar la conducta típica. En derecho penal económico se introduce un 
pequeño matiz , hay un compromiso de actuar por parte del autor, compromiso 
que se fundamenta desde un plano normativo no psicológico. El hecho que lo 
determina es si el sujeto conocía las reglas que establecen la acción como acción 
típica. El autor del delito no solo debe conocer que el mensaje publicitario 
difundido contiene datos objetivamente falsos o conoce de la omisión de los 
verdaderos, sino que, además, al tiempo, ha de hacer creer al consumidor que son 
correctos o favorables o que no hay objeciones, utilizando engaño. El argumento 
legal para esta postura lo encontramos en el artículo 4 .2 LGP que equipara la 
publicidad mediante conducta positiva y omisiva. Será no obstante necesario que, 
en lo que respecta a esta última, la omisión verse sobre datos fundamentales de 
los bienes o servicios y que induzca a error al consumidor. 
Hay quienes opinan que, como nos encontramos ante un delito de peligro 
hipotético o de aptitud, sí puede admitirse el dolo eventual: según esta línea 
doctrinal, la realización del peligro exigido en el tipo deberá ser constatado 
mediante dos juicios : uno ex ante, para determinar la peligrosidad general de la 
acción, y otro ex post, para apreciar la posibilidad del resultado de peligro. Con 
carácter general, estos autores admiten que actúa con dolo eventual el anunciante 
que difunde publicidad falsa aunque su pretensión no sea causar menoscabos 
patrimoniales a los consumidores. 5 Sin embargo, en mi opinión, se exige que el 
autor sea consciente de que la adquisición del producto anunciado de manera 
falsa, va a suponer un serio menoscabo económico para los consumidores, esto es, 
cada adquirente pagará una cantidad de dinero por un bien o servicio que se 
aparta en buena medida de sus expectativas iniciales, al conculcarse el derecho 
que tenemos todos los consumidores a recibir una información veraz desde el 
mercado. 
En cuanto al error del autor, el artículo 14 del CP en su apartado primero nos 
dice que el error invencible sobre un hecho constitutivo de la infracción penal 
excluye la responsabilidad criminal. Si tenemos en cuenta que estamos ante un 
delito especial propio, la posición social del fabricante o comerciante, hace pensar 
que en la mayoría de los casos actúan con dolo, con lo que no se podrá aceptar el 
error, el desconocimiento de las circunstancias que configuran la tipicidad de la 
5 MAPELLI CAFFARENA, B. El deliro de publicidad fraudulenta. 
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conducta. Pero claro la profesionalidad no se presume, y habría que comprobar 
la posición social del sujeto para averiguar si, efectivamente, ha actuado de 
manera dolosa. 
Siguiendo a Bartolomé Vargas Cabrera, en lo que a las distintas modalidades 
publicitarias se refiere, la publicidad desleal definida en el artículo 6 LGP , la 
publicidad de confusión o imitación ( entre otras la publicidad adhesiva y 
parasitaria) o utilización de signos ajenos (artículo 6.b LGP) no tiene cabida en 
principio en el tipo estudiado. Podrán en su caso subsumirse las conductas en los 
tipos de los artículos 270 y ss CP. Sólo será aplicable el artículo 282 cuando haya 
falsedad y potencial perjuicio a los consumidores. En cuanto a la publicidad 
denigratoria (artículo 6.a y 9 LGP) y la comparativa del artículo 6.c hace las 
mismas consideraciones, únicamente cuando haya alegaciones falsas y riesgo de 
perjuicio para el consumidor serán punibles. La publicidad subliminal es la que 
más gravemente lesiona los derechos del consumidor, pues se le induce 
inconscientemente. No es punible salvo en los casos de mensaje subliminal falso. 
Los supuestos de publicidad encubierta, de autor o testimonial tuvo sanción legal 
en el antiguo Estatuto de publicidad (actualmente en el artículo 11 LGP) e 
igualmente estos comportamientos tampoco son subsumibles como regla general 
en el tipo examinado en el que se sanciona el incumplimiento no del deber de 
autenticidad sino del de veracidad en el mensaje. 
3.5 CONCURSOS DELICTUALES 
Al ser el tipo del artículo 282 CP de peligro común, siendo apta la conducta 
para poner en riesgo al colectivo de consumidores, se encontrará en situación de 
concurso ideal (artículo 77 CP un solo hecho constituye dos o mas infracciones) 
con las estafas del artículo 247 CP proyectadas sobre patrimonios individuales, 
ofreciendo fundamento para ello el último inciso del artículo 282 citado. 
Estas últimas no absorben el desvalor del peligro generado para los demás 
consumidores y usuarios6 . La excepción la constituye el delito masa del artículo 
74 CP respecto al que debe predicarse una situación de concursos de normas del 
artículo 8 con aplicación preferente de sus previsiones7 . 
6 Sentencia Tribunal Supremo 19-03-2004 
7 el fundamento del concurso de leyes se encuentra en que sólo una de las normas será aplicable, de lo 
contrario el hecho de estar penando dos veces por la misma actividad, va en contra del principio" non 
bisinidem". 
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Es decir, en el delito publicitario se vulneran dos bienes distintos, y por eso 
hablamos de concurso de delitos: se lesiona el patrimonio individual y el interés 
de los consumidores, y se plantea la problemática sobre la relación entre delitos 
de peligro y de lesión que inciden sobre un mismo bien jurídico. Hay quienes 
consideran que la solución pasa por entender que hay un concurso de leyes 
resoluble a favor de la aplicación del delito de lesión en virtud del principio de 
subsidiariedad. Para otros la solución pasa por entender que estamos ante un 
concurso de delitos, y la lesión de uno o varios bienes jurídicos concretos no absorbe 
el desvalor propio de una conducta que resulta peligrosa para un número mucho 
más amplio de bienes jurídicos. 
Ahora la concurrencia de ambas infracciones exigirá la presencia de las 
condiciones exigidas para cada una. La presencia del delito de publicidad 
engañosa para el consumidor no siempre dará lugar a la concurrencia de estafa. 
Ante esta situación podemos entender que el delito publicitario desplaza al de 
la estafa en virtud del principio de especialidad, ya que la conducta típica del 
primer delito está más específicamente determinada que la del segundo. Esto ha 
de entenderse sin dejar de lado que, si una comunicación publicitaria falsa da 
lugar a la causación real de daños económicos en una o varias personas concretas, 
esa lesión no viene abarcada en el tipo del delito publicitario, que solamente 
contempla la aptitud lesiva de la conducta. 
No obstante lo anterior, los penalistas modernos se van inclinando hacia la 
tesis de considerar que nos encontramos ante una modalidad de concurso real, que 
supondría que dos hechos distintos dan lugar a manifestaciones distintas, con la 
peculiaridad de que una de las figuras delictivas constituye un medio necesario 
para cometer la otra. De todos modos la distinción no tiene efectos punitivos pues 
reciben el mismo tratamiento. 
Cuando se trate de publicidad punible de los artículos 362 .3 y 363.1 de 
medicamentos y productos alimenticios nos encontraremos ante un concurso 
aparente de leyes penales en el que primarán los tipos penales de los preceptos 
citados con una penalidad más severa. En los demás casos de publicidad afectante 
a la salud y seguridad de las personas sólo se incriminarán por la vía del artículo 
282 CP no contemplando el plus de desvalor que supone el peligro para esos 
bienes jurídicos. 
Lo mismo ocurre en el caso de delito de falsedad en documentos sociales del 
artículo 290 cuando tiene por objeto títulos valores, la sociedad al emitir el folleto 
informativo reflejando los datos previamente falseados en los documentos sociales, 
155 
está dotando a esta última conducta falsaria de una idoneidad para lesionar el 
patrimonio de terceros ajenos a la sociedad. El desvalor propio de la difusión de 
publicidad falsa en este ámbito se encuentra comprendido en la propia conducta 
delictiva de falsedad en los documentos sociales. La publicación de datos falsos se 
considera pues un acto posterior copenado en la actividad de falseamiento de 
documentos sociales, hay un concurso de normas y en virtud del principio de 
consunción la actividad contemplada en el artículo 290 abarca el desvalor de la 
publicidad engañosa. 
Cuando la publicidad falsa recaiga sobre los productos que constituyen el 
objeto material de los tipos de lo injusto de los artículos 362.1.3, 363.1, y 363.4 
CP no se aplicará el282, la razón ya la he explicado, los citados delitos contra la 
salud pública están sancionados con una pena mayor y absorben todo el desvalor 
de lo injusto del delito de publicidad falsa. Únicamente cuando la falsedad no se 
limite a negar que el producto presenta características definidas en los tipos contra 
la salud pública, sino que se refiere a otros extremos como condiciones de venta, 
posibles efectos secundarios, origen etc .. cabrá concurso de delitos entre el282 y 
el correspondiente delito contra la salud pública. 8 
En las hipótesis de publicidad desleal sí son de aplicación en su caso, la 
tipicidades de los artículos 208 y ss y 270 y ss, éstas absorberán el tipo del 282 
CP. La publicidad contraria a los valores constitucionales podría entrar en 
concurso de normas con los tipos en los que aquellos encuentren específica 
protección con el artículo 21 O CP. 
3.6 PENALIDAD 
El delito de publicidad falsa responde a la tendencia doctrinal que reclama la 
utilización de las penas privativas de libertad para los delitos socioeconómicos 
como penas más adecuadas en orden a los fines de prevención general de la pena, 
y ello, toda vez que ha quedado acreditada la equivocación que supone monetarizar 
el derecho penal en una clase de criminalidad en la que la amenaza de sanción 
económica es recibida entre los autores de estas infracciones como un riesgo más 
de contenido económico en la actividad comercial o industrial correspondiente. 
8 PUENTE ABA, M"L.: Delitos económicos contra los consumidores y delito publicitario. 
CARRASCO ANDRJNO, M": La publicidad engañosa y el Derecho Penal. 
Para estos autores nos encontramos en estos casos ante un concurso ideal. 
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Llama la atención no obstante, la menor entidad de la sanción penal en 
comparación con el resto de conductas recogidas en la Sección Tercera del 
Capítulo XI del Código Penal relativas a los delitos contra el mercado y los 
consumidores. Así, ilícitos como las maquinaciones para alterar el precio de las 
cosas o el delito de desabastecimiento tienen una penalidad ostensiblemente 
mayor. 
Se recoge la posibilidad de aplicar a través de los artículos 288 y 129 otras 
consecuencias penales adecuadas en la represión de este tipo de delincuencia. 
Como advierte Choclan Montalvo, en la aplicación de estas medidas accesorias, 
habrá de tenerse en cuenta que la ilicitud de la acción hace referencia a la 
publicidad de los productos o servicios, no a la actividad comercial o profesional, 
por lo que su aplicación hay que hacerla con cautela. 
Si observamos las consecuencias accesorias del artículo 129 CP (clausura de 
la empresa, disolución de la sociedad, suspensión de las actividades de la empresa, 
prohibición de realizar actividades en el futuro relacionadas con la infracción 
cometida, e intervención de la empresa para salvaguardar derechos de terceros) 
sólo la prohibición de futuras actividades permite una aplicación cautelosa de 
dichas consecuencias, pues las demás afectan a todo el funcionamiento económico 
y jurídico de la empresa. 
Por otro lado hoy por hoy, es prácticamente imposible desvincular la acción 
publicitaria de la actividad material de comercio o fabricación como si fuesen 
actividades compartimentadas dentro de la actividad económica de una sociedad 
mercantil. 
4. CONCLUSIÓN 
Desde la perspectiva constitucional del artículo 51 se ofrece la base para la 
incriminación y protección penal al consumidor en la defensa de sus derechos pero 
con un mínimo de exigencia, cual es, la capacidad lesiva de la conducta, si bien, 
esta capacidad lesiva de la acción típica ha de ser valorada siempre por el juzgador 
a posteriori para establecer el contenido de la antijuricidad. Y ello porque la 
calificación que el legislador añade al peligro, que debe ser grave y manifiesto, son 
requisitos mínimos necesarios derivados del principio de intervención mínima. Es 
en este punto donde el legislador debiera haber centrado sus esfuerzos tipificado res 
y no en la producción de un posible resultado. 
Como requisito de procedibilidad al igual que el resto de infracciones 
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contenidas en el mismo capítulo, el delito publicitario sólo es perseguible previa 
denuncia, si bien, se puede prescindir de este requisito en los casos especiales que 
se tipifican en el artículo 287 del CP. El tipo protege intereses difusos en cuanto 
radicados en un colectivo indeterminado, por lo que puede ser de aplicación al 
mismo proceso penal lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
del2000, sobre la legitimación de las organizaciones de consumidores y usuarios . 
Finalmente es evidente que la publicidad es un fenómeno de masas que 
representa el modelo de sociedad, valores y sistema económico en el que cree. El 
establecimiento de límites y fronteras entre la libertad de difusión y productividad 
y la protección del patrimonio y bienes personales de los consumidores no es una 
tarea exclusiva del derecho penal, se precisa la intervención del derecho mercantil 
y administrativo, así como el fomento de organismos y medios de control y un 
cambio de mentalidad en los consumidores y usuarios centrado en la conciencia 
de su dignidad y protección de sus derechos frente al sistema. 
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